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CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA

Bogotá D.C., dos (2) de febrero de dos mil doce (2012)

Magistrada Ponente: Dra. JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ 

Radicado No. 470011102000201000068-01 (3862-12) SD
Aprobado Según Acta de Sala No. 8
ASUNTO

La Sala Dual de Decisión No. 2, conformada por los H. Magistrados JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ y ANGELINO LIZCANO RIVERA, que hacen parte de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, procede a resolver el recurso de APELACIÓN interpuesto contra la sentencia proferida el 12 de octubre de 2011 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Magdalena, con ponencia de la Magistrada IRMA ALEXANDRA CÁRDENAS CASTAÑEDA
, mediante la cual se declaró disciplinariamente responsable al abogado ANTONIO JOSÉ PUPO YOHAID de la falta prevista en el numeral 2º del artículo 52 del Decreto 196 de 1971, hoy numeral 9° del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007 en relación con los procesos ejecutivos radicados bajos los Nos. 028-2007, 026-2007, 521-2006, y 022-2007 imponiéndole sanción de EXCLUSIÓN DEL EJERCICIO DE LA PROFESIÓN, al tiempo que declaró la prescripción de  la acción disciplinaria respecto de los procesos radicados Nos. 296-2006, 297-2006, 400-2006 y 322-2006.
HECHOS Y ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Dio origen a la presente investigación la compulsa de copias ordenada por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Magdalena, dentro de los procesos disciplinarios seguidos contra los doctores JORGE GARCÍA PABÓN radicado No. 577-2009 y CARLOS MANUEL GUEVARA MELO dentro del radicado 575-2009 para que se investigara la conducta del abogado ANTONIO JOSÉ PUPO YOHAID, por las posibles irregularidades señaladas por los mencionados togados, al haberlos inducido a presentar las demandas ejecutivas radicadas bajos los Nos. 297-2006, 028-2007, 026-2007, 521-2006, 400-2006, 296-2006, 322-2006 y 022-2007 en contra del ISS tramitados en el Juzgado 2º Civil Municipal de Ciénaga Magdalena a través de los cuales se realizaron actos fraudulentos a dicha entidad estatal (fls. 1 a 32 c.o. 1ª Instancia).
2.- Acreditada la calidad de abogado del disciplinado mediante certificado expedido por la Unidad de Registro Nacional de Abogados del 3 de marzo de 2010 (fl. 35 c.o. 1ª Instancia), el  a quo mediante auto calendado el 11 de marzo de 2010, decretó la apertura de proceso disciplinario en contra del abogado ANTONIO JOSÉ PUPO YOHAID y fijó como fecha para la celebración de la audiencia de pruebas y calificación provisional (fl. 37 c.o. 1ª Instancia), pese a ello no se llevó a cabo por la inasistencia del invetigado.
3.- Mediante auto calendado el 16 de julio de 2010 el a quo declaró persona ausente al investigado y le designó defensor de oficio por no haber sido posible la notificación personal del auto de apertura de investigación (fl. 43 c.o. 1ª Instancia), quien se posesionó el 17 de agosto de 2010 (fl. 45 c.o. 1ª Instancia) y en proveído fechado 26 de agosto del mismo año se fijó como nueva fecha para la audiencia de pruebas y calificación provisional el 4 de octubre de 2010 (fl. 47 c.o. 1ª Instancia), pese a ello el defensor de oficio fue relevado del cargo razón por la cual fue reprogramada la diligencia para el 29 de noviembre de 2010 (fl. 54 c.o. 1ª Instancia).
4.- El 26 de noviembre de 2010 el abogado CARLOS MANUEL GUEVARA MELO, allegó un memorial mediante el cual aclaró que lo expresado al interior del proceso disciplinario radicado No. 0575-2009 respecto de la presunta intermediación del aquí investigado en el trámite de los procesos ejecutivos, obedeció a la necesidad de obtener una sanción menos drástica en su contra (fl. 61 c.o. 1ª Instancia). 
5.- El 29 de noviembre de 2010, en la celebración de la audiencia de pruebas y calificación provisional, se escuchó en versión libre al abogado ANTONIO JOSÉ PUPO YOHAID, quien manifestó que no desplegó ningún comportamiento como determinador en los procesos ejecutivos mencionados en la compulsa.
Aceptó haber conocido a los abogados GUEVARA MELO y GARCÍA PABÓN y aclaró que todos los procesos por los cuales le han conferido poder los ha desarrollado hasta su fin, sin que en momento alguno hubiera existido algún tipo de delegación.

Expresó que el determinador es una persona “que tiene influencia que está tras bambalinas que ejerce cierta presión, cierto poderío, que ejerce cierto nivel delincuencial para poder generar la determinación de una irregularidad o un ilícito (…)”

Exteriorizó que en esta investigación el abogado GUEVARA MELO presentó un memorial de aclaración a petición suya, en el cual indicó que el aquí investigado sólo lo recomendó para que representara los intereses jurídicos del señor Armando Abello Albino.
Comentó que desde el año 2004 no adelanta acciones judiciales en contra del Seguro Social, pues ya en contra de aquella tenía en curso dos procesos contractuales, razón por la cual descartó fungir como demandante en pleitos posteriores.
El Magistrado sustanciador suspendió la diligencia (fl. 62 c.o. 1ª Instancia y CD).
6.- En las audiencias de pruebas y calificación provisional, celebradas los días: 8 de febrero, 3 de marzo, 13 de abril y 19 de julio de 2010 se recepcionaron los siguientes testimonios:

a) PILAR ESTER GONGORA VÁSQUEZ, expresó que se desempeñó como Jefe de la Oficina Judicial entre los años 2006-2007 en la ciudad de Ciénaga Magdalena y antes que ella sumiera el cargo estaba encargada la doctora YADIRA TINOCO, explicó que las funciones por ella desempeñadas contenían las de llevar a cabo el reparto de los procesos, archivo y entrega de títulos judiciales.

Afirmó que conoció al investigado de “cara”, en Santa Marta porque en Ciénaga no tuvo la oportunidad de conocerlo, en consecuencia, no tuvo contacto con él, y mucho menos pretendió realizar “favores para favorecerlo” en razón del cargo que ella desempeñaba.
Respecto del trámite en el reparto de los procesos a los despachos judiciales expresó que una vez radicada la demanda, se le hacia la nota de presentación personal, se sistematizaba y se hacia el reparto. En cuanto a la entrega de los títulos judiciales indicó que el Banco Agrario llevaba los títulos, se radicaban en el libro correspondiente, se pasaban al despacho de conocimiento para firma, luego se revisaban los datos en el libro y la planilla para su firma, una vez surtido este tramite, para la entrega al profesional del derecho se le exigía la tarjeta profesional y cédula de ciudadanía y finalmente verificadas las firmas se procedía al cobro del mismos en el Banco Agrario. 
Expresó que no conoció al abogado JORGE GARCÍA PABÓN y además no tuvo conocimiento si los profesionales mencionados fueron a la oficina judicial a retirar títulos judiciales, recordando que éstos sólo pueden ser entregados a los abogados de la parte demandante.

b) JOSÉ RAFAEL SERRANO REBOLLO, señaló no conocer al abogado JORGE GARCÍA PABÓN como registrador ad hoc en la Registraduría de Cienaga. Afirmó que conoció al querellado por intermedio de una amiga, sin que ello signifique que hubieran tenido vínculo de amistad, profesional ó laboral.
c) ANDRES RAFAEL GÓMEZ RAMÍREZ, comentó que es ex funcionario del Banco Agrario de Ciénaga y se desempeñó como oficial bancario encargado del producto de giros, remesas y depósitos judiciales y en éste último realizaba el proceso para el pago, explicó que cuando se trataba de títulos superiores a 15 salarios mínimos se verificaba la información en la oficina judicial y en el Juzgado de conocimiento.

Aseveró no conocer al querellado, como tampoco ser ciertas las manifestaciones del abogado GARCÍA PABÓN relacionadas con la entrega de dineros directamente al abogado PUPO YOHAID sin que se presentaran los títulos judiciales, teniendo en cuenta que el dinero no puede ser entregado sin que para tal efecto exista algún soporte para ello, es decir, el título judicial sólo se le entrega al beneficiario y que éstos no son endosables.
d) CARLOS MANUEL GUEVARA MELO, explicó “recibí la documentación de parte de un bogado colega el doctor LUNA y me dedique a realizar la labor, a presentar la demanda darle tramite y hacer el cobro de los títulos, los procesos me los entregaba el doctor LUNA ARROYO en su oficina y yo los presentaba en la oficina judicial en Cienaga. Conocí al doctor LUNA en los juzgados y me explicó que los procesos eran de unos clientes que habían prestado sus servicios al ISS, todo era por intermedio del doctor LUNA. En el transcurso de las demandas ejecutivas nunca conoció al disciplinable doctor PUPO me recomendó para que asumiera el proceso del  señor Armando Abello, por su parte al doctor GARCÍA PABÓN lo conoció cuando se desempeñaba como inspector de policía. Cuando presenté las demandas no pensé que se estuviera cometiendo un ilícito”
e) JUAN CARLOS SANTANDER BERMÚDEZ, informó haber trabajado en el Banco Agrario del Municipio de Cienaga Magdalena entre los años 2000 a 2008 y que distingue al encartado porque esta residenciado en la ciudad de Santa Marta y que con los simples nombres de los abogados involucrados no recuerda haberles hecho entrega de dinero alguno. Manifestó no recordar con que frecuencia el querellado asistía a las oficinas de la entidad bancaria.

f) YADIRA CRISTINA TINOCO GUERRERO, comentó que se desempeñó como funcionaria de la Oficina Judicial del Municipio de Ciénaga Magdalena y aseveró que no conoció al investigado y no puede identificar a los profesionales involucrados en el desfalco al ISS.
g) JORGE GARCÍA PABÓN, manifestó que “esos procesos no eran míos sino del doctor Antonio José Pupo Yohaid, por la amistad que tenía yo con él en esa época y yo explicó de donde nació esa amistad, él una vez me abordo me dijo que tenia unos procesos contra el Seguro Social, como yo le había trabajado a él en política con un señor Caballero Aduen también le hice algo en Ciénaga en la campaña de Chintico Serrano, el me dijo que como no me había dado de la burocracia que se acostumbra dar en la política, me dijo hombre mira yo tengo unos procesos, tu lo único que vas a hacer es firmar, los procesos son míos, días mas tarde me llamó, me dijo Jorge ya están, mis clientes ya hicieron presentación personal necesito que firmes el poder, me los mandó con el señor Misael Arango, primero me envió uno lo firme y lo devolví, después el hizo la demanda, esa demanda fue radicada en Ciénaga, el me llama después nuevamente y me dice la demanda cayó en el Juzgado 2 Civil Municipal no te preocupes que yo te sigo informando lo que suceda, así sucedió todas las etapas procesales, cuando decretaron mandamiento de pago me aviso, me dijo después hay que pasar un escrito para evitar que el proceso sea mas oneroso para la entidad el abogado del ISS va a renunciar, le dije no hay problema fui y firme el proceso estaba en la secretaria después nuevamente me dijo Jorge el título ya esta en la carrera judicial necesito que te acerques para que firmes yo voy a hacer el tramite ante el banco, así fue me acerque firme después él se dirigió al banco recibió el dinero y se marcho, es a groso modo en síntesis lo que paso con ambos procesos, yo nunca tuve injerencia ni con los clientes ni con el juez, jamás me reuní con el juez ni dialogue con el juez si era un proceso lícito, normalmente aquí en Santa Marta se acostumbra que a veces se le firme a colegas creyendo en la buena fe, yo le firmaba esos procesos, cuando esto sucedió y estallo a nivel nacional la noticia, le dije ojo Toño acuérdate que yo te firme dos negocios contra el Seguro, el me dijo si que tiene que ver eso, es un desfalco como ocurre en todas partes contra Puertos de Colombia se hicieron procesos lícitos pero también ilícitos, los tuyos que yo te di son lícitos no te preocupes son procesos que están bien no vas a tener ninguna clase de problemas, con el devenir de los acontecimientos sucedió que me sancionaron me suspendieron mi tarjeta profesional por dos años y hoy estoy rindiendo esta declaración acá. En principio no le pregunte porque no podía firmarlas demandas pero después me informó que al parecer tenia una amistad en el Seguro o no recuerdo bien que no podía talvez iniciar demanda contra el Seguro por esa coyuntura y la verdad no ahonde mucho porque sinceramente creí en él, yo cuando el me dijo así yo le creí hasta el final. Yo nunca recibí el título, el título lo recibió el doctor Pupo Yohaid, yo firme el título pero el recibió el dinero, no recibí dinero ni me apropie de los mismos. El doctor Antonio Pupo Yohaid en el primer proceso me dio $3.000.000 y en el segundo $4.000.000. Conocí al doctor GUEVARA MELO en el ejercicio profesional. No hubo dolo, no hubo intención, para decirlo en otras palabras,  yo fui el revolver y otra persona apretó el gatillo, yo fui el  instrumento, tal vez cometí estupideces pero así sucedieron las cosas”
7.- Así mismo en cumplimiento de lo ordenado por la Magistrada sustanciadora se obtuvieron las siguientes pruebas:

7.1.- La Fiscalía 19 de la Unidad Especializada en Delitos contra la Administración Pública mediante oficio calendado 26 de enero de 2011, informó que en ese despacho se adelanta investigación preliminar bajo el radicado No. 173 en contra de JOSÉ ANTONIO PUPO YOHAID con ocasión de los hechos por los que al parecer resultara afectado el ISS en virtud del proceso ejecutivo radicado bajo el No. 00390-2007 promovido en contra de la mencionada entidad, cuyo conocimiento le correspondió al Juzgado 2º Civil Municipal de Ciénaga (fl. 74 c.o. 1ª Instancia).
7.2.-  A folios 110 a 116 del cuaderno original de 1ª instancia se observa copia de la declaración rendida por el doctor ANTONIO VIVES CERVANTES, dentro del trámite de beneficio de colaboración ante la Fiscalía General de la Nación Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario.

7.3.- La Fiscalía 19 de la Unidad Especializada en Delitos contra la Administración Pública mediante oficio del 9 de febrero de 2011 comunicó que ese despacho adelanta dos investigaciones en contra del señor CARLOS GUEVARA MELO bajo los radicados Nos. 2123 y 2172 por el punible de peculado por apropiación y falsedad. Anexó copia de la diligencia de indagatoria rendida el 23 y 24 de noviembre de 2010 (fls. 85 a 101 c.o. 1ª Instancia).
7.4.- Obra a folios 129 a 142 del cuaderno original de 1ª Instancia copia de la diligencia de indagatoria rendida por el doctor WILSON BARLIZ y JORGE LUIS CAMPO RODRÍGUEZ ante la Fiscalía 19 de la Unidad Especializada en Delitos contra la Administración Pública.

7.5.- El 9 de junio de 2011 la Fiscalía 19 de la Unidad Nacional Especializada de Delitos contra la Administración Pública informó que en contra del querellado se adelanta una investigación penal por la defraudación de que fue objeto el ISS MAGDALENA bajo el radicado No. 2135 (fl. 180 c.o. 1ª Instancia).

7.6.- El 30 de agosto de 2011 la Fiscalía 19 de la Unidad Nacional Especializada de Delitos contra la Administración Pública comentó que una vez consultado el sistema SIJUF halló investigación No. 2123 contra WILSON ÁVILA MARLIZ, JORGE LUIS CAMPO RODRÍGUEZ y SARA PATRICIA CHAVEZ OVALLE, trámite procesal en el cual sólo se ha practicado la diligencia de indagatoria a la señora CHAVEZ OVALLE y una entrevista a la señora LEYDA DEL ROSARIO PERTUZ. Anexó copia del acta de indagatoria (fls. 225 a 245 c.o. 1ª Instancia).

8.- El 5 de agosto de 2011 en la audiencia de pruebas y calificación provisional con la presencia del defensor de oficio del investigado, vencido el término probatorio una vez analizadas las pruebas allegadas al infolio la Magistrada Sustanciadora calificó la actuación, profiriendo pliego de cargos en contra del abogado ANTONIO JOSÉ PUPO YOHAID, por la presunta incursión en la falta descrita en el “numeral 2º del artículo 52 del Decreto 196 de 1971, hoy numeral 9º del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007, a título de dolo en calidad de determinador”, por inducir a presentar las demandas indicadas a los abogados GUEVARA MELO y GARCÍA PABÓN, en el entendido que les entregó las demandas y los documentos necesarios para el desarrollo de los procesos ejecutivos, siendo aquel un comportamiento constitutivo de actos fraudulentos, al tener conocimiento que las demandas introductorias no cumplían con los requisitos previstos en el artículo 488 del Código de Procedimiento Civil.
La Sala de instancia decretó las pruebas solicitadas por el defensor de oficio y suspendió la diligencia (fls. 211 a 212 c.o. 1ª instancia).
9.- En la audiencia de juzgamiento celebrada el 2 de septiembre de 2011, se recepcionaron los alegatos de conclusión del defensor de oficio del letrado quien expresó que de conformidad con lo manifestado por su defendido y el abogado GUEVARA MELO se desprende que aquel no participó en la presentación de las demandas ejecutivas ni como autor ni como determinador de la conducta enrostrada.

En relación con la declaración del abogado GARCÍA PABÓN comentó que en ella existen contradicciones respecto del trámite de las demandas ejecutivas, situación que mas allá de asegurar la responsabilidad de su defendido lo que genera en duda sobre el comportamiento a él endilgado. 
Solicitó que los testimonios rendidos por los ex funcionarios del banco Agrario sean estudiados con el mayor detenimiento posible, pues según el doctor GARCÍA PABÓN en dicha entidad el aquí investigado recibió los dineros sin ser el beneficiario de los títulos judiciales.
Adujo que las pruebas obrantes en el proceso disciplinario no son suficientes para  declarar la responsabilidad de su prohijado como determinador, teniendo en cuenta que no participó en la presentación de las referidas demandas en contra del ISS.
LA SENTENCIA APELADA
La Sala dual de instancia mediante sentencia del 12 de octubre de 2011, sancionó con EXCLUSIÓN DEL EJERCICIO DE LA PROFESIÓN al abogado ANTONIO JOSÉ PUPO YOHAID, al hallarlo responsable de la falta prevista en el “numeral 2º del artículo 52 del Decreto 196 de 1971, hoy numeral 9° del  artículo 33 de la Ley 1123 de 2007, a título de dolo, en calidad de determinador””.
Consideró, que una vez analizados los elementos probatorios se constató “la actuación dolosa de los doctores JORGE GARCÍA PABÓN y CARLOS GUEVARA MELO como apoderados de la parte demandante, quienes ya fueron sancionados por parte de esta Colegiatura, y que dentro del trámite de esos procesos disciplinarios atinaron en señalar que el doctor ANTONIO PUPO YOHAID era la persona encargada de entregar toda la documentación irregular a los abogados inducidos para que fueran estos los que presentaran las respectivas demandas ante el Juzgado Segundo Municipal de Ciénaga Magdalena, y de esta manera perpretar el desfalco al Instituto de Seguro Sociales.

Tales situaciones son indicativas de que el doctor ANTONIO PUPO YOHAID fue la persona encargada de hacer entrega de toda la documentación necesaria para iniciar el respectivo cobro irregular contra el ISS, es decir, que le entregó a los doctores JORGE GARCÍA PABÓN y CARLOS GUEVARA MELO, poder para actuar con la respectiva presentación personal, demanda ejecutiva elaborada y facturas, para que fueran estos los que iniciaran los procesos ejecutivos contra el ISS y de esta manera desfalcar las arcas del Instituto de Seguro Social, como lo afirmaron los doctores GARCÍA PABÓN y GUEVARA MELO, dentro del diligenciamiento de estos procesos.
Es así que el doctor ANTONIO JOSÉ PUPO YOHAID cometió la falta al utilizar como instrumento a los doctores JORGE GARCÍA PABÓN y CARLOS GUEVARA MELO, para intentar desfalcar al Instituto de Seguro Social a través de la interposición irregular de demandas ejecutivas, constituyéndose el disciplinable en el “hombre de atrás”, que con conciencia y voluntad tenia las riendas del proceso causal y dominio del hecho, llevando al instrumento a cometerlo.

Es así, que el solo hecho de realizar dichas exigencias o pretensiones indebidas utilizando como medio documentos espurios y a un colega de la profesión origina un reproche disciplinario, pues no es solo la entidad pública del Estado la que padece la lesión o la puesta en riesgo en virtud del resultado desvalioso que genera el proceder del disciplinado, sino que es la misma función pública ka que sufre un deterioro a sus contenidos axiológicos del bien jurídico al hacerse una petición matizada por las circunstancias de haberse formulado en forma idónea e inequívoca para obtener un provecho o utilidad indebida, configurándose de esta manera el injusto disciplinario (…)”

Así mismo, el a quo advirtió que la conducta irregular cometida por parte del disciplinado relacionada con los procesos radicados Nos. 297-2006, 296-2006, 400-2006 y 322-2006 sólo tienen vigencia hasta el momento en el que fueron canceladas y cobradas sumas exorbitantes no debidas por el ISS, en consecuencia en los procesos radicados No. 296-2009 y 297-2006 el pago acaeció el 7 de septiembre de 2006, en el radicado No. 400-2006 el pago se efectuó el 9 de octubre de 2006 y en el proceso No. 322-2006 dicho evento ocurrió el 5 de octubre de 2006, razón por la cual decretó la prescripción de la acción disciplinaria por haber transcurrido más de 5 años.
DE LA APELACIÓN

1. Mediante escrito radicado el 21 de octubre de 2011, el abogado  de oficio del disciplinado sustentó el recurso de alzada solicitando se aplique en favor de su representado el principio de presunción de inocencia e in dubio pro disciplinario y en consecuencia se revoque la decisión de primer grado para en su lugar absolverlo de los cargos formulados, al considerar que no existen elementos materiales probatorios suficientes para presumir la responsabilidad disciplinaria de aquel respecto del desfalco al ISS.

Señaló que en la sentencia de instancia existe un defecto fáctico y violación directa a la constitución respecto de la valoración de las pruebas testimoniales, pues en su concepto no se analizaron en conjunto los testimonios aquí recepcionados como tampoco se tuvo en cuenta las contradicción expuesta en la declaración del doctor GARCÍA PABÓN.
ACTUACIONES DE SEGUNDA INSTANCIA

1.- Mediante auto del 5 de diciembre de 201 se avocó conocimiento, ordenándose  correr traslado al Ministerio Público a fin de que rindiera concepto, fijación en lista, allegar los antecedentes disciplinarios del encartado e informar si en su contra cursan otras investigaciones en esta Superioridad (fl. 5 c. 2ª instancia).

2. El 6 de septiembre de 2011 se surtió la notificación al Ministerio Público quien renunció al término de traslado para intervenir en la presente actuación (fls. 6 y 13 c. 2ª instancia).

3. La Secretaría Judicial de ésta Sala, el 23 de enero de 2012, informó que el doctor ANTONIO JOSÉ PUPO YOHAID registra una sanción disciplinaria a saber: Radicado: 200800171-01, Falta: 38-1 de la Ley 1123 de 2007, Suspensión de 2 años, Sentencia del 21 de julio de 2011, Inicio Sanción: 11/10/2011 y Final Sanción: 10/10/2013 (fl. 15 c. 2ª instancia).

4. El 23 de enero de 2012, la Secretaría Judicial de esta Colegiatura informó que en contra del investigado no cursan otras investigaciones (fl. 16 c. 2ª instancia).
5. La Secretaría Judicial de esta Superioridad mediante constancia secretarial del 26 de enero de 2012 informó que el Ministerio Público no emitió concepto, renunció a términos y el disciplinado no presentó alegatos (fl. 117 c. 2ª instancia).
CONSIDERACIONES

1. Competencia

Con fundamento en las atribuciones conferidas en los artículos 256 numeral 3° de la Constitución Política; 112 numeral 4° de la Ley 270 de 1996, 59 numeral 1º del la Ley 1123 de 2007, el artículo 42 de la Ley 1472 de 2011 y el Acuerdo No. 075 del 28 de julio de 2011, la Sala Dual de Decisión No. 2 integrada por los H. Magistrados JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ y ANGELINO LIZCANO RIVERA que forma parte de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, es competente para conocer en apelación, las providencias proferidas por las Salas Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura existentes en el país.

2. De la falta endilgada

Las conductas, por las cuales fue sancionado en primera instancia el abogado ANTONIO JOSÉ PUPO YOHAID, son las contenidas en el “numeral 2º del artículo 52 del Decreto 196 de 1971 hoy numeral 9º del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007”, cuyos tenores literales son los siguientes:

“ARTICULO 52. Son faltas contra la lealtad debida a la administración de justicia.

(…)

2a. El Consejo, el patrocinio o la intervención en actos fraudulentos en detrimento de intereses ajenos.

(…)

ARTÍCULO 33. Son faltas contra la recta y leal realización de la justicia y los fines del Estado:

   (…)  

9. Aconsejar, patrocinar o intervenir en actos fraudulentos en detrimento de intereses ajenos, del Estado o de la comunidad”
(…).

3- De la apelación

Así las cosas, procede la Sala a pronunciarse únicamente sobre los motivos de discrepancia planteados en la impugnación y a lo inescindiblemente ligado a ello, en atención al parágrafo del artículo 171 del Código Disciplinario único (Ley 734 de 2002), aplicable a los procesos disciplinarios seguidos contra abogados, por remisión expresa  del artículo 16 de la Ley 1123 de 2007, el cual dispone que la decisión en sede de apelación se extenderá sólo a los asuntos  inescindiblemente vinculados al objeto de impugnación, por ello el análisis de la Sala se circunscribirá a lo que es materia del recurso.

En virtud de la competencia antes mencionada y sin observar causal alguna que pueda invalidar la actuación hasta ahora adelantada, procede la Sala a emitir su pronunciamiento con apoyo en el material probatorio obrante en el informativo y a la luz  de las disposiciones legales que recogen la temática.

4.- Del caso en concreto

4.1.- De la prescripción

Con relación al término prescriptivo, esta Superioridad en repetidas ocasiones ha dicho que la vigencia del artículo 17 de la Ley 20 de 1972 y sus efectos derogatorios sobre el artículo 88 del Decreto 196 de 1971, deben abordarse desde el ámbito propio del derecho sancionador y por esta vía resolver el conflicto de leyes acogiendo el principio rector de la favorabilidad, consagrado en los artículos 29 de la Constitución Política, 6 de la Ley 600 de 2000, al que remite el artículo 20 de la Ley 20 de 1972, y el artículo 40 de la Ley 153 de 1887 adecuando además la interpretación jurídica del Estatuto del Abogado a los valores, garantías y derechos constitucionales que reconocen la dignidad humana como eje central del Estado social de derecho y que propugnan por la celeridad en los diferentes procesos.

En igual sentido se pronunció la Corte Constitucional en Sentencia C-693 del 12 de agosto de 2003 con ponencia del Doctor Álvaro Tafur Galvis. 

En el asunto bajo examen, se le imputó al abogado ANTONIO JOSÉ PUPO YOHAID, la comisión de la falta descrita en el numeral 2º del artículo 52 del Decreto 196 de 1971, hoy numeral 9º del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007, en calidad de determinador.
En efecto, revisadas las copias de los procesos ejecutivos origen de investigación disciplinaria se constató que respecto del trámite procesal radicado bajo el No. 2006-00521 adelantado por Laboratorio Clínico de la Rosa y/o Carlos de la Rosa vs. Instituto de los Seguros Sociales adelantado en el Juzgado 2º Civil Municipal de Ciénaga Magdalena la acción disciplinaria se encuentra prescrita en atención a que los hechos objeto de investigación tuvieron ocurrencia hasta el 12 de diciembre de 2006, fecha en la cual se expidió el título judicial por la suma de $122.165.000 (fl. 26 c.a. No. 1.1.).

De tal suerte, que la conducta por la cual se ha llamado a responder al encartado, esto es, la falta contra la lealtad debida a la administración de justicia al haber intervenido en actos fraudulentos al utilizar a un colega para lograr la defraudación de la entidad estatal es un comportamiento que tanto la doctrina como la jurisprudencia de esta Sala ha clasificado como permanente, es decir, que la falta se consuma con el último acto ejecutivo desplegado por el profesional del derecho, y en el presente caso tal evento ocurrió el día 12 de diciembre de 2006, por lo cual no cabe duda que la acción disciplinaria se encuentra prescrita, pues desde esa fecha, han transcurrido los 5 años a que alude artículo 17 de la Ley 20 de 1972, que modificó el artículo 88 del Decreto 196 de 1971, que a la letra dice: 

“Las acciones por faltas disciplinarias y por faltas contra la ética y los deberes profesionales del abogado, prescriben en cinco (5) años”.

De lo anterior, se concluye que al disciplinado se le imputa un hecho consumado el 12 de diciembre de 2006, por tanto desde esa fecha debe empezar a contarse el término prescriptivo, es decir que de allí a la presente han transcurrido más de cinco años, es decir, la acción disciplinaria prescribió el 11 de diciembre de 2011, debiendo por tanto declararse la cesación de procedimiento, al haber operado el fenómeno prescriptivo de la acción disciplinaria, se reitera respecto del proceso ejecutivo radicado No. 2006-00521.. 

4.2.  Pese a haberse decretado la prescripción de la acción disciplinaria respecto de un proceso ejecutivo, esta investigación se continúa respecto de los 3 restantes como a continuación se expone. 
Revisada la actuación se tiene, que el profesional del derecho ANTONIO JOSÉ PUPO YOHAID, fue sancionado en primera instancia por inducir a los abogados CARLOS GUEVARA MELO y JORGE GARCÍA PABÓN a presentar unas demandas ejecutivas en contra del Instituto de Seguro Social.
En cuanto a las pruebas que obran en el expediente, valga decir, las copias de los procesos ejecutivos, en los cuales el aquí investigado actuó en calidad de determinados, se observaron las siguientes actuaciones:

· PROCESO EJECUTIVO RAD., 200700022, seguido en el Juzgado 2º Civil Municipal de Ciénaga.

· Demandante: Alicia Segunda Gamarra de Iglesias.
· Poder al abogado CARLOS MANUEL GUEVARA MELO del 18 de enero de 2007
· Demanda radicada el 18 de enero de 2007, con base en las siguientes facturas:

	FACTURA No.
	FECHA
	VALOR

	0856
	30-12-2003
	$34.976.464

	0862
	30-12-2003
	$15.325.895


· Mandamiento de pago del 22 de enero de 2007 por $50.302.359
· Sentencia del 1 de febrero de 2007 en la cual se ordenó seguir adelante con la ejecución.

· Memorial del 1 de febrero de 2007 mediante el cual el togado presentó la liquidación del crédito 

· Entrega de título judicial el 9 de febrero de 2007 al investigado por $124.200.000 (cuaderno anexo 5.1).

· PROCESO EJECUTIVO RAD., 200700026, seguido en el Juzgado 2º Civil Municipal de Ciénaga.

· Demandante: Armando Enrique Abello Albino-Representante Legal DNA Laboratorio de Genética y Biología Molecular Ltda.
· Poder al abogado CARLOS MANUEL GUEVARA MELO del 22 de enero de 2007
· Demanda radicada el 23 de enero de 2007, con base en las siguientes facturas:

	FACTURA No.
	FECHA
	VALOR

	1930
	Diciembre 2001
	$ 32.658.974

	1931
	Enero 2002
	$ 23.369.587

	1928-1
	Marzo 2006
	$ 2.700.000

	1927-1
	Marzo 2006
	$ 1.205.695


· Mandamiento de pago del 24 de enero de 2007 por $64.934.256 y se le reconoció personería jurídica al disciplinado

· Sentencia que ordena seguir adelante con la ejecución del 1 de febrero de 2007

· Memorial del investigado GUEVARA MELO del 1 de febrero de 2007, en el cual informa que se da por notificada de la sentencia y renuncia al término de su ejecutoria, así mismo presentó la liquidación del crédito
· Auto del 8 de febrero de 2007 aprueba la liquidación del crédito y acepta la renuncia a términos exteriorizada por las partes

· Entrega de título judicial al abogado demandante el 9 de febrero de 2007 por $179.400.000 (cuaderno anexo 2.1.).

· PROCESO EJECUTIVO RAD., 200700028, seguido en el Juzgado 2º Civil Municipal de Ciénaga.

· Demandante: Leyda Pertuz Mendoza
· Poder al abogado JORGE GARCÍA PABÓN del 22 de enero de 2007
· Demanda radicada el 22 de enero de 2007, con base en la siguiente factura:

	FACTURA No.
	FECHA
	VALOR

	0832
	Octubre 2001
	$ 28.679.523


· Mandamiento de pago del 24 de enero de 2007 por $28.679.523 y se le reconoció personería jurídica al disciplinado

· Sentencia que ordena seguir adelante con la ejecución del 12 de febrero de 2007

· Memorial del 14 de febrero de 2007 el investigado por medio del cual presentó la liquidación del crédito
· Entrega de título judicial al abogado demandante el 21 de febrero de 2007 por $119.600.000 (cuaderno anexo 4).
Así las cosas, en el sub lite efectivamente se encuentra probado que los abogados CARLOS MANUEL GUEVARA MELO y JORGE GARCÍA PABÓN fungieron como abogados demandantes en procesos ejecutivos iniciados en contra del Instituto de Seguro Social Seccional Magdalena en procura del reconocimiento y pago de varias facturas adeudas a sus clientes, comportamiento que generó las investigaciones disciplinarias iniciadas en su contra, radicadas bajos los No. 2009-575 y 2009-577 en los cuales fueron sancionados como responsables de las faltas previstas en el numeral 2º del artículo 52 del Decreto 196 de 1971, hoy numeral 9º del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007, a título de dolo.
Así las cosas, tenemos que la presente investigación disciplinaria se originó en la compulsa de copias ordenada por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Magdalena al interior del proceso disciplinario radicado No. 2009-00577 seguido en contra del abogado JORGE GARCÍA PABÓN; como también la compulsa ordenada dentro del proceso disciplinario seguido en contra del profesional CARLOS MANUEL GUEVARA MELO radicado No. 2009-00575.
Lo anterior, teniendo en cuenta que en su calidad de apoderados de la parte demandante iniciaron las acciones ejecutivas en contra del ISS con fundamento en unos títulos valores –facturas cambiarias-, y contando con la asistencia y asesoramiento del aquí investigado, razón por la cual sólo necesitaban presentarse al Juzgado y radicar los documentos que con anterioridad les entregaba el disciplinado, trámites procesales que sea dicho de paso resultaron ser contrarios a lo previsto en la ley y que ocasionaron el detrimento patrimonial de la referida entidad estatal.

Visto el recuento procesal, en especial las declaraciones de los abogados GARCÍA PABÓN y GUEVARA MELO en esta investigación disciplinaria, se constató que en efecto el aquí investigado no sólo indujo a sus colegas a la presentación de los escritos introductorios sino que también estuvo atento al desarrollo de cada una de las etapas procesales, hasta la entrega de los respectivos títulos judiciales, tal como quedó demostrado en la relación arriba trascrita de las actuaciones surtidas en cada uno de los procesos ejecutivos.

Aunado a ello, dentro del cartulario disciplinario también reposa la declaración que rindiera ante la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario el 15 de julio de 2009, el ex juez ANTONIO RAFAEL VIVES CERVANTES quien para la época de los hechos fungía como titular del Juzgado 2º Civil Municipal de Ciénaga Magdalena, en la cual manifestó:
“PREGUNTADO: Informe los detalles de sus intervención en los hechos relacionados con irregularidades en la presentación y trámite de procesos ejecutivos en el juzgado civil municipal de ciénaga. CONTESTO: Para finales de 2006 me contacta en la calle ANTONIO JOSE PUPO y me habla que es amigo del ex alcalde de ese municipio JOSE RAFAEL SERRANO “chintico” luego averigüe que su esposa es hija de una señora que fue secretaria de SERRANO, el Dr. PUPO a quien hasta entonces no conocía, me manifestó que tenía unos procesos contra el ISS estaba interesado en que fueran tramitados ágilmente en el juzgado en vista de que estaba próxima la liquidación del ISS, para ello decía tener arreglado que los abogados del ISS que para estos procesos eran WILSON AVILA y JORGE GARCÍA PABÓN no plantearían oposición que los ejecutivos seria asignados por la oficina judicial a mi despacho, en ese momento yo tenía entendido que esos procesos eran legítimos y el intereses era agilizarlos, a cambio de lo cual se me reconocería del 2 al 3.5% lo cual acepte porque en ese momento inconvenientes con mi situación económica pro varios créditos que tenia con bancos que me tenían demandado y embargado con prestamistas que me presionaban y demandaron con la cooperativa del poder judicial JURISCOOP como también con mi esposa en vista de esa situación me presento una demanda por alimentos porque no podía cumplir con mis obligaciones así conviviéramos por eso acepte ese ofrecimiento a medida que me daban porcentajes de los procesos que agilice en el juzgado yo iba pagando las obligaciones en los bancos y a los acreedores, de eso hay antecedentes en los bancos y entidades parte del acuerdo era reconocer agencias en derechos del 15% igual al máximo legal el abogado que le firmaba a PUPO era un Dr. MELO GUEVARA, pero fueron pocos procesos todo a finales de 2006.

Incluso para aumentar el porcentaje le pedimos la firma a una abogada amiga SARA CHAVEZ pero el aumento en el porcentaje fue muy poco y no volvimos a hacer eso, el proceso venia estructurado por PUPO y pusimos a firmar a SARA para ahorrarnos el porcentaje de MELO GUEVARA pero ella no tuvo que ver tanto así que termino sustituyendo el poder PUPO decía que debía reconocerle porcentaje a la oficina judicial para cuadrar el reparto a mi despacho y no al otro juzgado municipal, al banco agrario para agilizar la confirmación del titulo y hacer el pago, la banco de occidente para agilizar el embargo a los abogados del ISS ara que no e opusieras en el ejecutivo y a una cuñada de PUPO de nombre SARA que era la que se encargaba de las relaciones públicas (…)” (Negrilla esta Sala)
Nótese que de las pruebas arriba citadas se establece con claridad que en efecto el aquí investigado tuvo una notable injerencia en el desarrollo de los procesos ejecutivos radicado Nos 028-2007, 026-2007, 521-2006 y 022-2007, si bien no en calidad de apoderado de alguna de las partes pero si como atinadamente lo consideró la Sala de instancia actuando como determinador, conducta a todas luces resulta antiética máxime si se tiene en cuenta que el fin principal del actuar del disciplinado no fue uno diferente que adelantar cobros ejecutivos antes de la liquidación de la entidad demandada, comportamiento que constituye efectivamente una falta contra la lealtad debida a la administración de justicia, por tratarse de un acto fraudulento.
Recuerda esta Superioridad, que la falta endilgada al disciplinado pretende sancionar aquellas conductas mediante las cuales los profesionales recurren al engaño con el ánimo de ocasionar un perjuicio a las partes inmersas en la litis, bien sea, en calidad de demandante o demandado, como en el sub exámine, aunado a ello, téngase en cuenta que este tipo disciplinario es de naturaleza dolosa, toda vez que cuando se incurre en él, se asalta la buena fe de la administración y de los particulares que a ella acuden toda vez que el abogado se aparta de los mandatos constitucionales y legales que esta obligado a respetar.

Sobre el particular, la Corte Constitucional expresó
:

“…aun cuando la norma acusada no precisa por sí misma lo que debe entenderse por “actos fraudulentos”, no cabe duda que el alcance de la citada expresión está inscrito en el concepto de fraude, palabra cuya acepción semántica y de uso común y obvio, hace referencia a la conducta engañosa, contraria a la verdad y a la rectitud, o que también busca evitar la observancia de la ley, y que afecta o perjudica los intereses de otro, entendiendo como tal no solo a los particulares sino también a las propias autoridades. En esa dirección, el diccionario de la Real Academia Español define el fraude como: aquella “[a]cción contraria a la verdad y a la rectitud, que perjudica a la persona contra quien se comete”; y como aquél“[a]cto tendiente a eludir una disposición legal en perjuicio del Estado o de terceros”.  

Por tanto, coincidiendo con lo dicho por el Ministerio público y los distintos intervinientes, al consagrar como falta contra la lealtad debida a la administración de justicia, el consejo, el patrocinio o la intervención “en actos fraudulentos” en detrimento de intereses ajenos, lo que buscó el legislador fue castigar el engaño en cualquiera de sus modalidades, es decir, reprimir los comportamientos del abogado en ejercicio que resulten contrarios a la verdad, e igualmente, cualquier conducta de aquél tendiente a evadir una disposición legal, y que en todo caso causen perjuicio a un tercero.

En la medida en que el abogado desarrolla su actividad profesional en dos campos distintos a saber: dentro del proceso, a través de la figura de la representación judicial, y por fuera del mismo, prestando asesoría y consejo, es la conducta engañosa en esos escenarios lo que la norma acusada pretende censurar, pues no resulta lógico, ni constitucionalmente admisible, que el abogado pueda hacer uso de sus conocimientos jurídicos especializados para defraudar a personas o autoridades. Por eso, al tenor de la norma acusada, el jurista es sancionado disciplinariamente cuando auxilia, aconseja o interviene en un acto fraudulento o engañoso con perjuicio para los intereses de otro, que puede ser su poderdante o cliente, un tercero o la propia administración de justicia.

Así entendido, en contraposición a la conclusión a la que llegan los actores, el concepto “actos fraudulentos” hace referencia a una conducta clara y suficientemente determinada, comprensible para los destinatarios de la norma, la cual a su vez puede concretarse razonablemente por la autoridad que tiene a su cargo la investigación y juzgamiento de la infracción, sin que quepa aducir que el proceso de adecuación típica queda abandonado al arbitrio o a la discrecionalidad del juez disciplinario para ser valorado por éste libremente. Como ya se dijo, atendiendo a criterios lógicos, empíricos, semánticos, e incluso de sentido común, es posible precisar el alcance de la expresión “actos fraudulentos”, para concluir que ella refiere a comportamientos engañosos a través de los cuales se falta  a la verdad o se pretende eludir un mandato legal; conceptos que sin duda son conocidos por la generalidad de las personas y  muy especialmente por los abogados, quienes están más que nadie obligados a saber cuando su conducta es constitutiva de fraude frente a la ley.

Por otra parte, en lo que tiene que ver con el bien jurídico que es objeto de protección por la norma demandada: “la lealtad debida a la Administración de justicia”, cabe destacar que el mismo es a todas luces consecuente con la función social asignada al abogado y con las obligaciones que en ese campo él debe asumir, razón por la cual no puede considerarse que el precepto afecta los principios de proporcionalidad y lesividad. Como se mencionó en un acápite anterior, por expresa disposición del Decreto 196 de 1971, la abogacía está llamada a cumplir una función social, cual es la de colaborar con las autoridades en la conservación y perfeccionamiento del orden jurídico del país y en la realización de una recta y cumplida administración de justicia (art. 1º), siendo a su vez este segundo cometido, el de colaborar en la recta administración de justicia, uno de sus deberes principales (art. 47). 

Si ello es así, hacer uso de los conocimientos jurídicos especializados para engañar a terceros y a las propias autoridades judiciales, y no para colaborar con la justicia que es precisamente el compromiso ético y moral adquirido por el abogado, sin duda que afecta sustancialmente la lealtad que éste debe a la administración de justicia en el ejercicio de la profesión. En ese sentido, existe un equilibrio entre la conducta ilícita adoptada en la norma acusada y el bien jurídico que intenta proteger, lo que no permite advertir una afectación irrazonable de los intereses del disciplinado ni un exceso o abuso de poder por parte del legislador al expedir la medida prohibitiva. (Sic).
Frente a lo manifestado por el defensor de oficio del encartado en la sustentación del recurso de alzada, en atención a que no se realizó una adecuada valoración de las pruebas, por lo tanto se debe dar aplicación al principio de presunción de inocencia, el mismo no ésta llamado a prosperar  teniendo en cuenta que una vez escuchadas las audiencias de pruebas y calificación provisional como la de juzgamiento y observadas las documentales allegadas al cartulario disciplinario se estableció en grado de certeza la responsabilidad disciplinaria del encartado respecto de los cargos formulados por la Sala de instancia. Aunado a ello, nótese que a pesar de ser cierta la retractación del abogado CARLOS MANUEL GUEVARA MELO, el testimonio del abogado JORGE GARCÍA PABÓN como el del ex juez ANTONIO RAFAEL VIVES CERVANTES muestran sin lugar a dudas la incursión en falta disciplinaria del letrado. 

Así las cosas, siendo consecuentes con las pruebas acopiadas y la falta disciplinaria en consideración, se llega a la conclusión que el letrado ANTONIO JOSÉ PUPO YOHAID intervino en actos fraudulentos en detrimento de intereses ajenos, hecho por el cual se confirmara la sanción impuesta por el a quo, recordando que esta resulta acorde con la gravedad y modalidad de la falta. 
En mérito de lo expuesto, la Sala Dual de Decisión No. 2, conformada por los H. Magistrados JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ y ANGELINO LIZCANO RIVERA, que hacen parte de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de ley,

RESUELVE
PRIMERO: DECRETAR la cesación de procedimiento a favor del abogado ANTONIO JOSÉ PUPO YOHAID por haber operado el fenómeno jurídico de la prescripción, respecto del proceso ejecutivo radicado bajo el No. 2006-00521, de conformidad con lo expuesto en este proveído.
SEGUNDO: CONFIRMAR en todo lo demás la providencia proferida por Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Magdalena del 12 de octubre de 2011, mediante la cual sancionó con EXCLUSIÓN DEL EJERCICIO DE LA PROFESIÓN al abogado ANTONIO JOSÉ PUPO YOHAID, identificado con cédula de ciudadanía No. 85.455.994 y portador de la tarjeta profesional No. 78.285 expedida por el C. S. de la J., al hallarlo responsable de la falta descrita en el numeral 2º del artículo 52 del Decreto 196 de 1971, hoy numeral 9º del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007, a título de dolo en calidad de determinador.
TERCERO: ANOTAR la sanción en el  Registro Nacional de abogados, fecha a partir de la cual la sanción empezará a regir para cuyo efecto se comunicará  lo aquí resuelto a la oficina encargada de dichos registro, enviándole copia de esta Sentencia con constancia de su ejecutoria.
CUARTO: DEVUÉLVASE al Consejo Seccional de origen para que en primer lugar, notifique a todas las partes dentro del proceso y en segundo lugar, cumpla lo dispuesto por la Sala.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

	JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
MAGISTRADA
	ANGELINO LIZCANO RIVERA
MAGISTRADO

	YIRA LUCÍA OLARTE ÁVILA

SECRETARIA JUDICIAL
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	TEMA 
	APELACIÓN DE SENTENCIA QUE SANCIONÓ AL ABOGADO CON EXCLUSIÓN DE LA PROFESIÓN POR LA FALTA DEL ART. 52-2 DTO. 196/71 HOY 33-9 LEY 1123/07.

	ABOGADO
	ANTONIO JOSÉ PUPO YOHAID
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	LA SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA DEL CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA DE MAGDALENA COMPULSÓ COPIAS PARA QUE SE INVESTIGARA AL ABOGADO TENIENDO EN CUENTA QUE INDUJO A LOS ABOGADOS CARLOS MANUEL GUEVARA MELO Y JORGE GARCÍA PABÓN PARA QUE FIRMARAN LOS PODERES Y LAS DEMANDAS QUE REALIZARA ÉSTE  Y PODER LLEVAR HASTA SU CULMINACIÓN LOS TRÁMITES PROCESALES EJECUTIVOS EN CONTRA DEL ISS.
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MARY GUTIÉRREZ
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